PAGE  
7

León, Guanajuato, a 28 veintiocho de abril del año 2009, dos mil nueve. . .  . . . .  

V I S T O para resolver el expediente número 049/2009-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por el ciudadano MARTÍN LUNA MURILLO, en contra del Director General de Urbanismo; de la Directora General de Ingresos y del Director de Ejecución, todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que el actor impugna la infracción número 34133, de fecha 2 dos de enero del año 2009, dos mil nueve, la multa por la cantidad de $24,750.00 (veinticuatro mil setecientos cincuenta pesos 00/100 moneda nacional) y la determinación del crédito por la citada cantidad, cuya existencia se acredita con la copia al carbón de la referida infracción y el documento determinante del crédito número 0896490 de fecha 21 veintiuno de enero del año 2009, dos mil nueve, así como con el reconocimiento que hace la Directora General de Ingresos. . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las autoridades demandadas hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261, ya que el acto impugnado no afecta el interés jurídico del actor, porque quien presenta la demanda es el ciudadano Salvador Pérez Ávila Pérez. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en razón de que si bien es cierto que del escrito inicial de demanda se advierte que en la primera foja se asentó el nombre del ciudadano Salvador Ávila Pérez, también lo es, que al final de la última foja útil aparece el nombre del ciudadano Martín Luna Murillo y una firma autógrafa, luego entonces, el escrito de demanda material y jurídicamente es promovido por quien lo rubrica, dado que la firma de su puño letra refleja el elemento de la voluntad del ciudadano Martín Luna Murillo, quien comparece a intentar este juicio, además, de que los actos impugnados van dirigidos a él, de ahí, es evidente que el hecho de haberse puesto en la primera foja útil de la demanda, el nombre de persona diversa a quien la firma de manera autógrafa, es un simple error de carácter mecanográfico, que no trae consecuencia alguna contraria a los intereses de la parte actora, por no tener  trascendencia en el aspecto procesal, por tal motivo, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y la afectación o no al interés jurídico se analizará en el considerando siguiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Asimismo, hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261, en relación con la fracción VII del artículo 265, porque la demanda carece del requisito esencial de formulación de los conceptos de impugnación del acto o resolución que se combate, toda vez que de los conceptos de impugnación que manifiesta no se desprende una relación lógica jurídica tendente a demostrar el perjuicio o afectación que sufrió el actor con el acto impugnado, es decir, no expresa ningún agravio. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud que de un análisis del punto cinco del escrito de demanda de nulidad, se advierte la existencia de agravios de legalidad, en razón que se expresan los artículos del Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo para el Municipio de León, Guanajuato, que el actor estima violados en su perjuicio y da los razonamientos lógico-jurídicos del por qué existe esa violación al incumplirse con las formalidades del procedimiento administrativo y están dirigidos además a desvirtuar la presunción de legalidad de los actos combatidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
El Director General de Urbanismo, hace valer la causal de improcedencia derivada del artículo 261 fracción IV, concatenado con el 265 fracción VII, del referido Código de Procedimientos y Justicia Administrativa, en razón de que los actos que se le imputan son inexistentes. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, toda vez que la imposición de la multa por la cantidad de $24,750.00 (veinticuatro mil setecientos cincuenta pesos 00/100 moneda nacional), se dio en la calificación de la infracción, pues sin ésta jurídicamente no puede existir la determinación del crédito fiscal, luego entonces, óbice es, que previamente se dio el acto de calificación a través de la cual se aplicó la multa que refleja el acto fiscal recurrido, dado que no se puede tener una cantidad líquida sin esa calificación y esta es una facultad de dicha autoridad, por tal motivo, en la especie no se configura dicha causal de improcedencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El Director de Ejecución, aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del citado artículo 261, ya que no ha emitido acto alguno. Causal de improcedencia que se configura en la especie, en razón que, por un lado esta autoridad fiscal niega la existencia de los actos que se le imputan; y, por otro lado, de las constancias y actuaciones que integran esta causa administrativa, no obra medio convictivo alguno tendente a acreditar la existencia de algún acto emitido por dicha autoridad, dado que los actos a debate, se encuentran emitidos por  autoridades diversas, por tanto, ante la inexistencia de los actos impugnados, de acuerdo a lo previsto por el artículo 261 fracción VI, del referido Código de Procedimiento de Justicia Administrativa, respecto a esta autoridad resulta procedente declarar el sobreseimiento, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 262, fracción II, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa . . . . . . . .  . . . . . . . . . 

Así, advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que el actor en el punto 5 cinco del escrito de recurso, aduce en esencia, que los agravios que le causa la infracción calificada y ejecutada para su cobro, son que la autoridad emisora no cumplió con lo dispuesto en el artículo 187 del Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo, toda vez que previo a la infracción, no realizó la visita de inspección y suponiendo sin conceder que la autoridad tenga algún antecedente, éste contraviene los artículos 169, 170, 171, 172, 173, 175, 176 y 178 del citado Reglamento, ya que con el actor o su representante no entendió ninguna visita de inspección, que no existió orden de inspección fundada y motivada, y  no se levantó acta circunstanciada donde constaran los hechos de la visita de inspección, además no se le entregó dicha acta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Agravio que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No obstante, que los artículos del Reglamento de Zonificación y Usos de Suelo señalados por el actor como vulnerados en su perjuicio, fueron reformados mediante acuerdo publicado en el periódico oficial 171 segunda parte, publicado en fecha 24 veinticuatro de octubre del año 2008, de su argumentación lógica y jurídica se deducen cuales son los preceptos del reformado Reglamento que le fueron violados, pues expresa la causa de pedir, al indicar la lesión que sufre en sus derechos subjetivos administrativos. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a  Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.", en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Los artículos 192, 193, 194, 195, 197, 198, 199 y 208 del reformado Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo  para el Municipio de León, Guanajuato, regulan el procedimiento administrativo y se advierten las etapas siguientes: 1.- La Orden de Inspección. 2.- La Visita de Inspección. 3.- La cita a la Audiencia de Calificación, para que el presunto infractor se presente el día y la hora fijada para la celebración de la Audiencia de Calificación. 4.- La celebración de la Audiencia de Calificación donde se le hará saber al presunto infractor la infracción imputada, los preceptos  violados,  el derecho de ofrecer pruebas y de formular alegatos en relación a los hechos, en su caso acreditar la personalidad jurídica; se desahogaran las pruebas ofrecida, excepto las que requieren preparación especial y se abrirá un periodo probatorio de diez días hábiles; 5.- La emisión de resolución que en derecho proceda; 6.- La notificación de la resolución; y, 7.- La ejecución de la resolución. . .  . . 

Bajo esta tesitura, el Director General de Urbanismo Municipal no respetó las formalidades esenciales del Procedimiento Administrativo, pues entre otros, omitió demostrar en autos de esta causa administrativa, la existencia de la orden de inspección debidamente fundada y motiva, violando en perjuicio de la parte actora el artículo 192 del referido Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo; de igual manera, no justifica la existencia de la visita de inspección, al no aportar el acta respectiva, toda vez que el acta de infracción no reúne los requisitos que exigen los artículos 193, 194, 195, 196, 197, 198, 199, 200 del multicitado Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo, preceptos violados en perjuicio de la parte actora; del mismo modo, tampoco se acredita la existencia de la citación a la audiencia de calificación ni la celebración de esta; y, también se omitió justificar la existencia de la calificación de la infracción, vulnerándose con esto en perjuicio del actor, las cuatro fracciones del artículo 208, del invocado Reglamento. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, conforme a los artículos citados en supralíneas, la calificación de la infracción está sujeta a una serie de formalidades previas y si no se cumplieron las etapas esenciales del procedimiento administrativo, existe una clara violación a los derechos del actor, puesto que no se le dio la oportunidad de ofrecer pruebas y de alegar lo que a su derecho conviniere, a fin de desvirtuar los hechos que constituyen la falta imputada, con lo que se le violó el derecho de audiencia contemplado en el artículo 208, fracción I, del Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo para el Municipio de León, Guanajuato; por tanto, el acto impugnado carece del requisito de validez exigido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, vicio que origina la nulidad del acta de infracción combatida, de acuerdo a lo previsto por el artículo 302, fracción III, del mismo Código. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 

En consecuencia, los vicios del procedimiento administrativo, dan lugar a la nulidad del acta de infracción marcada con el folio número 34133, de fecha 2 dos de enero del año 2009, dos mil nueve, levantada al actor; luego entonces, sí es ilegal el acto a través del cual se hacen constar los hechos que constituyen la infracción imputada a la parte actora en el procedimiento administrativo de origen, con mayor razón resultan ilegales la calificación de la infracción y el documento determinante del crédito número 0896490, de fecha 21 veintiuno de enero del año 2009, dos mil nueve, toda vez que este acto fiscal es consecuente del procedimiento administrativo; por ello, la calificación de la infracción y el documento determinante del crédito tienen el carácter de actos accesorios y como actos derivados se encuentran afectados de nulidad, por devenir de un procedimiento viciado. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, el cual establece:“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por  quienes  las  realizan  y,  por otra parte,  los tribunales  se harían  en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Por  lo expuesto y  además  con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción VI, 262, fracción II,  287, 298, 299, 300 fracción II y 302, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el sobreseimiento respecto al Director de Ejecución, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

TERCERO.- Se DECLARA LA NULIDAD LISA Y LLANA del acta de infracción número 34133 de fecha 2 dos de enero del año 2009, dos mil nueve, a nombre del ciudadano Martín Luna Murillo; de la multa impuesta al ciudadano Martín Luna  Murillo, por la cantidad de $24,750.00 (veinticuatro mil setecientos cincuenta pesos 00/100 moneda nacional); y, del documento determinante del crédito número 0896490, de fecha 21 veintiuno de enero del año 2009, dos mil nueve, por la citada cantidad y a nombre del actor; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . .  . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en 6 seis tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

